
La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En este contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal 
sentido, conforme a lo establecido en el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se 
extiende la siguiente versión pública.
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4- La venta a favor de las señoras antes referidas fue presentada en el Registro el 10 de febrero de 1997, por lo que sí procedía la inscripción, con base en el principio de prioridad registra!, regulado en el art. 41 del Reglamento de la Ley de Reestructuración del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas. 5- A la licenciada Sandra Patricia Romero España de Leiva se le asignaron los documentos de venta, el 8 de enero de 2007. para una nueva calificación y ella observó que "el inmueble está embargado y hay documentos presentados con prioridad" (f. 3 7). 6- Las certificaciones extractadas, no obstante su contenido, no serán objeto de conocimiento en este procedimiento pues fueron suscritas por el licenciado Alex Francisco Quintanilla Méndez, no por la Registradora Auxiliar denunciada. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO Corresponde pasar a analizar los fundamentos de derecho en los que se basará esta resolución. l. Con base en la Ley de Ética Gubernamental la competencia objetiva del Tribunal consiste en prevenir, detectar y sancionar la con-upción de los servidores públicos; está facultado para controlar 1a conducta de los servidores públicos, y sancionar todas aquellas que resulten contrarias a la Ética Pública. La Ley de Ética Gubernamental define en su a1iículo 3 letra 1) que la Ética Pública está constituida por los principios que norman los pensamientos. las acciones y las conductas humanas y que las orientan al correcto, honorable, y adecuado cumplimento de tas funciones públicas. 
Respecto de la competencia temporal del Tribunal, es necesario que se trate de hechos que hayan tenido lugar después del día uno de julio de dos mil seis, fecha en que entró en vigencia la Ley o en su caso que dichos hechos tengan permanencia en el tiempo. Con base en lo anterior, el objeto de la presente resolución se limita a establecer si la licenciada Sandra Patricia Romero España de Leiva, Registradora Auxiliar del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas de la Primera Sección de Occidente, ha incurrido, según las alegaciones y hechos que le atribuye el denunciante, en la infracción a los deberes de cumplimiento y veracidad [art. 5 letras b) y e) de la Ley de Ética Gubemamental]; y si ha transgredido las prohibiciones éticas de «Prevalecerse de su cargo público para obtener o procurar beneficios privados>> y de «Alterar documentos oficiales», contempladas en las J1 letras b) y j) del art. 6 de la LEO. J 
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1 - El art. 5 letra b) de la LEG dispone que el deber de cumplimiento consiste en 

··cumplir con responsabilidad y buena fe los deberes y obligaciones. como ciudadano y 

como servidor público". 

Es criterio de este Tribunal que el cumplimiento a la luz del derecho administrativo, 

según lo apunta el jurista Miguel Marienhoff, debe entenderse mediante la siguiente 

relación: los funcionarios y empleados públicos tienen .. deberes" que cumplir, deberes cuya 

índole guardan armonía con el objeto o contenido del contrato de la función o del empleo 

público que se realiza. Así, el deber básico de todo agente público es cumplir la función o 

empleo que se le ha encomendado, debe pues dedicarse al cargo en cuestión de fonna 

dil igente. 

El término debe entenderse de esta forma, porque la Administración está regida por 

una cuantiosa cantidad de normas, las cuales no pueden exigirse indistintamente a cada 

funcionario público, a menos que sean normas que de manera específica coadyuven al 

ejercicio de la función o empleo público que se ejerce. 

Es insostenible a la luz del derecho administrativo sancionador exigir a todos los 

funcionarios públicos el cumplimiento de todas las normas que rigen a la Administración 

Pública, pues ello quebrantaría el mandato de tipificación, el que coincide con la tradicional 

exigencia de ··Jex certa", que también suele llamarse habitualmente principio de 

determinación y recientemente principio de taxatividad, cuyos objetivos principales son la 

seguridad jurídica (certeza) y la reducción de la discrecionalidad o arbitrio en la aplicación 

del Derecho. Esto exige que los textos que manifiesten las normas sancionadoras describan 

con suficiente precisión, o con la mayor precisión posible las conductas que se amenazan 

con una sanción. 

Por lo anterior, para efectos de definir y delimitar bajo que términos debe 

entenderse el deber de cumplimiento de los servidores públicos a efectos éticos, que ordena 

el artículo 5 letra b) de la Ley de Ética Gubernamental, el Tribunal deja claro que sólo serán 

aquellos deberes que le son exigibles en razón del cargo o empleo público que ejerce el 

servidor público denunciado. 

La idea de responsabilidad que se demanda de los funcionarios públicos para los 

efectos de la Ley de Ética Gubernamental implica la djligencia en el trámite de un asunto 

administrativo, y constancia escrita de haberlo efectuado; en otros términos, implica el 

cuidado en ejecutar con prontitud y dil igencia la actividad encomendada por la Ley [art. 4 

letra h)] de la LEG. 
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Como se señaló anteriom1ente, las ventas a favor de las referidas señoras fueron 
/ presentadas para su inscripción en 1997 y fueron inscritas en febrero de 2007 por la licenciada Romero España de Leiva. El embargo a favor del señor Luis Alberto Magaña Estrada fue inscrito por la licenciada Romero Espafia de Leiva en noviembre de 2003, sobre el derecho proindiviso que tuvo Pedro Ernesto Menéndez Castro en el inmueble del barrio San Sebastián, departamento de Santa Ana. Consta a f. 37 que las ventas fueron asignadas a nueva calificación a la licenciada Sandra Patricia Romero España de Leiva el 8 de enero de 2007, quien tenía la obligación de examinar los documentos, ver si cumplían con los requisitos legales, generales y especiales; si coincidían con sus respectivos antecedentes y si contenían los datos necesarios para la práctica del asiento respectivo (art. 1 1  del Reglamento de la Ley de Reestructuración del Registro de la Propiedad Raíz e Hjpotecas). La licenciada Romero España de Leiva, como Registradora Auxiliar, inscribió las diferentes ventas a favor del señor Rafael Armando Menéndez Castro y las sefioras María Alicia Álvarez de Maestre y Blanca Dolores Chávez viuda de Rodríguez el 7 y el 14 de febrero de 2007, e hizo constar en la razón de inscripción correspondiente que se inscribían tales compraventas con base en el principio de prioridad registra! establecido en el art. 41 del Reglamento de la Ley de Reestructuración del Registro de la Propiedad Rafz e Hipotecas (fs. 72 y 83). La denunciada afirma que en los documentos de las ventas a favor de las señoras Álvarez de Maestre y Chávez viuda de Rodríguez no hizo constar el embargo que recaía sobre el inmueble ya que las ventas fueron presentadas antes que éste y en esa fecha estaban libres de gravamen. El art. 84 del Reglamento de la Ley de Reestructuración del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas establece cuál debe ser el contenido mínimo de la razón de inscripción: a) el nombre de la oficina registral; b) el Registro en el cual ha sido inscrito el documento; c) la matrícula del inmueble en cuyo folio real ha sido inscrito el documento; ch) la fecha de elaboración; d) la finna del Registrador que lo autoriza; y e) el sello de la Oficina. De conformidad con este artículo, esos son los datos mínimos que la licenciada Romero Espafia de Leiva estaba obligada a dejar constancia en la razón de inscripción de las ventas a favor de las señoras Álvarez de Maestre y Chávez viuda de Rodríguez. No estaba obligada a dejar constancia del embargo. 
















